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ART. 2. Ámbito de aplicación ART. 2. Ámbito de aplicación 

 

1. De conformidad con el apartado 
primero de la disposición adicional 
decimosexta de la Ley 27/2011, de 1 de 

agosto, sobre actualización, adecuación y 
modernización del sistema de Seguridad 
Social, lo dispuesto en el presente Real 
Decreto será de aplicación a las empresas 
que realicen despidos colectivos de acuerdo 
con lo establecido en el artículo 51 del Texto 
Refundido de la Ley del Estatuto de los 

Trabajadores, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, que 

incluyan a trabajadores de cincuenta o más 
años de edad, siempre que en tales despidos 
colectivos concurran las siguientes 
circunstancias: 

a) Que sean realizados por empresas de 

más de 100 trabajadores o por empresas 
que formen parte de grupos de empresas 
que empleen a ese número de trabajadores. 

b) Que afecten a trabajadores de 
cincuenta o más años de edad. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

c) Que, aun concurriendo las causas 

económicas, técnicas, organizativas o de 
producción que los justifiquen, las empresas 
o el grupo de empresas del que formen 
parte hubieran tenido beneficios en los dos 
ejercicios económicos anteriores a aquél en 

 

 1. De conformidad con el apartado 1 
de la disposición adicional decimosexta de la 
Ley 27/2011, de 1 de agosto, sobre 

actualización, adecuación y modernización 
del sistema de Seguridad Social, lo dispuesto 
en el presente Real Decreto será de 
aplicación a las empresas que realicen 
despidos colectivos de acuerdo con lo 
establecido en el artículo 51 del Texto 
Refundido de la Ley del Estatuto de los 

Trabajadores, aprobado por Real Decreto 

Legislativo 1/1995, de 24 de marzo, siempre 
que concurran las siguientes circunstancias: 

a) Que sean realizados por empresas de 
más de 100 trabajadores o por empresas 
que formen parte de grupos de empresas 
que empleen a ese número de trabajadores. 

b) Que el porcentaje de trabajadores 
despedidos de cincuenta o más años de 
edad sobre el total de trabajadores 
despedidos sea superior al porcentaje de 
trabajadores de cincuenta o más años sobre 
el total de trabajadores de la empresa. 

A los efectos del cálculo del porcentaje 
de trabajadores despedidos de cincuenta o 

más años sobre el total de trabajadores 
despedidos, se incluirán los trabajadores 
afectados por el despido colectivo y aquellos 
cuyos contratos se hayan extinguido por 
iniciativa de la empresa en virtud de otros 

motivos no inherentes a la persona del 
trabajador distintos de los previstos en el 
artículo 49.1.c) del Estatuto de los 
Trabajadores, siempre que dichas 
extinciones de contratos se hayan producido 
en los tres años anteriores o en el año 
posterior al inicio del procedimiento de 

despido colectivo. 

A los efectos del cálculo del porcentaje 
de trabajadores de cincuenta o más años 
sobre el total de trabajadores de la empresa, 

se tendrá en cuenta la plantilla de la 
empresa en el momento de inicio del 

procedimiento de despido colectivo. 

c) Que, aun concurriendo las causas 
económicas, técnicas, organizativas o de 
producción que justifiquen el despido 
colectivo, se cumpla alguna de las dos 
condiciones siguientes: 



que el empresario inicia el procedimiento de 
despido colectivo. A estos efectos, se 

considera que una empresa ha tenido 
beneficios cuando el resultado del ejercicio, 
tal y como se define en los modelos de 
cuentas anuales de pérdidas y ganancias, 
tanto normal como abreviada, recogidos en 

el Real Decreto 1514/2007, de 16 de 
noviembre, por el que se aprueba el Plan 
General de Contabilidad, sea positivo. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

2. A los efectos de este real decreto se 
considerará como trabajadores de cincuenta 
o más años a: 

a) Todos aquellos trabajadores afectados 

por el despido colectivo que tuvieran 
cumplida dicha edad a la fecha de extinción 
del contrato, dentro del periodo previsto 

para la realización de los despidos que figure 
en la comunicación de la decisión 
empresarial a la autoridad laboral tras la 
finalización del periodo de consultas 
contenida en el artículo 51.2 del Estatuto de 
los Trabajadores. 

b) Los trabajadores que tuvieran 
cumplida dicha edad a la fecha de la 
extinción de sus contratos por iniciativa de la 
empresa o empresas del mismo grupo, en 
virtud de otros motivos no inherentes a la 
persona del trabajador distintos de los 
previstos en el artículo 49.1.c) del Estatuto 

de los Trabajadores, cuando dichas 
extinciones de contratos se produjeran en 
los tres años anteriores o posteriores al 
inicio del despido colectivo. 

3. De conformidad con el apartado 
octavo de la disposición adicional 
decimosexta de la Ley 27/2011, de 1 de 

agosto, sobre actualización, adecuación y 
modernización del sistema de Seguridad 

1.ª Que las empresas o el grupo de 

empresas del que formen parte hubieran 
tenido beneficios en los dos ejercicios 
económicos anteriores a aquél en que el 
empresario inicia el procedimiento de 
despido colectivo. 

2.ª Que las empresas o el grupo de 

empresas del que formen parte obtengan 
beneficios en al menos dos ejercicios 
económicos consecutivos dentro del periodo 
comprendido entre el ejercicio económico 
anterior a la fecha de inicio del 
procedimiento de despido colectivo y los 

cuatro ejercicios económicos posteriores a 
dicha fecha. 

A estos efectos, se considera que una 
empresa ha tenido beneficios cuando el 
resultado del ejercicio, tal y como se define 
en los modelos de cuentas anuales de 
pérdidas y ganancias, tanto normal como 

abreviada, recogidos en el Real Decreto 
1514/2007, de 16 de noviembre, por el que 
se aprueba el Plan General de Contabilidad, 
o en la normativa contable que sea de 
aplicación, sea positivo. 

2. A los efectos de este real decreto se 
considerará como trabajadores de cincuenta 

o más años a: 

a) Todos aquellos trabajadores afectados 
por el despido colectivo que tuvieran 

cumplida dicha edad a la fecha de extinción 
del contrato, dentro del periodo previsto 
para la realización de los despidos que figure 

en la comunicación de la decisión 
empresarial a la autoridad laboral tras la 
finalización del periodo de consultas 
contenida en el artículo 51.2 del Estatuto de 
los Trabajadores. 

b) Los trabajadores que tuvieran 
cumplida dicha edad a la fecha de la 

extinción de sus contratos por iniciativa de la 
empresa en virtud de otros motivos no 
inherentes a la persona del trabajador 
distintos de los previstos en el artículo 
49.1.c) del Estatuto de los Trabajadores, 
cuando dichas extinciones de contratos se 

produjeran en los tres años anteriores o en 

el año posterior al inicio del despido 
colectivo. 

3. De conformidad con el apartado 11 de 
la disposición adicional decimosexta de la 
Ley 27/2011, de 1 de agosto, se aplicará lo 
dispuesto en el presente real decreto cuando 

la empresa proceda a la aplicación de 
medidas temporales de regulación de 



Social, se aplicará lo dispuesto en el 
presente real decreto cuando la empresa 

proceda a la aplicación de medidas 
temporales de regulación de empleo 
conforme a lo establecido en el artículo 47 
del Estatuto de los Trabajadores que afecten 
a trabajadores de cincuenta o más años con 

carácter previo a la extinción de los 
contratos de trabajo de los mismos 
trabajadores, cualquiera que sea la causa de 
la extinción del contrato de trabajo, siempre 
que no haya transcurrido más de un año 
desde la finalización de la situación legal de 

desempleo por la aplicación a cada 
trabajador de las medidas temporales de 
regulación de empleo hasta la extinción del 
contrato de cada trabajador. 

A los efectos de lo previsto en este 

apartado se considerará trabajadores de 
cincuenta o más años a todos aquellos que 

tuvieren cumplida o cumplan dicha edad 
dentro del periodo previsto para la aplicación 
de las medidas temporales de regulación de 
empleo. 

 

empleo conforme a lo establecido en el 
artículo 47 del Estatuto de los Trabajadores 

que afecten a trabajadores de cincuenta o 
más años con carácter previo a la extinción 
de los contratos de trabajo de los mismos 
trabajadores en virtud de despido colectivo u 
otros motivos no inherentes a la persona del 

trabajador distintos de los previstos en el 
artículo 49.1.c) del Estatuto de los 
Trabajadores, siempre que no haya 
transcurrido más de un año desde la 
finalización de la situación legal de 
desempleo por la aplicación a cada 

trabajador de las medidas temporales de 
regulación de empleo hasta la extinción del 
contrato de cada trabajador. 

A los efectos de lo previsto en este 
apartado se considerará trabajadores de 

cincuenta o más años a todos aquellos que 
tuvieren cumplida o cumplan dicha edad 

dentro del periodo previsto para la aplicación 
de las medidas temporales de regulación de 
empleo. 

ART. 3. Conceptos para la 

determinación del importe de la 
aportación 

ART. 3. Conceptos para la 

determinación del importe de la 
aportación 

1. Para el cálculo de la aportación 
económica a que se refiere el artículo 1, se 
tomará en consideración el importe bruto de 

las prestaciones y subsidios por desempleo 
de los trabajadores de cincuenta o más años 
de edad afectados por el despido colectivo, 
incluidas las cotizaciones a la Seguridad 
Social realizadas por el Servicio Público de 
Empleo Estatal de acuerdo con lo establecido 
en los siguientes apartados. También se 

incluirán a los efectos del cálculo de la 
aportación económica los importes 
realizados por el Servicio Público de Empleo 
Estatal por los referidos conceptos de los 
trabajadores de cincuenta o más años cuyos 
contratos se hayan extinguido por iniciativa 

de la empresa o empresas del mismo grupo, 
en virtud de otros motivos no inherentes a la 
persona del trabajador distintos de los 
previstos en el párrafo c) del apartado 1 del 

artículo 49 del Texto Refundido de la Ley del 
Estatuto de los Trabajadores aprobado por 
Real Decreto Legislativo 1/1995, de 24 de 

marzo, siempre que dichas extinciones de 
contratos se hayan producido en los tres 
años anteriores o posteriores al inicio del 
procedimiento de despido colectivo. 

No obstante, se excluirán del cálculo de 
la aportación económica, a petición de la 
empresa afectada, los importes de 

1. Para el cálculo de la aportación 
económica a que se refiere el artículo 1, se 

tomará en consideración el importe bruto, 

desde la fecha del despido, de las 
prestaciones y subsidios por desempleo de 
los trabajadores de cincuenta o más años de 
edad afectados por el despido colectivo, 
incluidas las cotizaciones a la Seguridad 
Social realizadas por el Servicio Público de 
Empleo Estatal de acuerdo con lo establecido 

en los siguientes apartados. También se 
incluirán a los efectos del cálculo de la 
aportación económica los importes 
realizados por el Servicio Público de Empleo 
Estatal por los referidos conceptos de los 
trabajadores de cincuenta o más años cuyos 

contratos se hayan extinguido por iniciativa 
de la empresa en virtud de otros motivos no 
inherentes a la persona del trabajador 

distintos de los previstos en el artículo 
49.1.c) del Estatuto de los Trabajadores, 
siempre que dichas extinciones de contratos 
se hayan producido en los tres años 

anteriores o en el año posterior al inicio del 
procedimiento de despido colectivo. 

No obstante, se excluirán del cálculo de 
la aportación económica, a petición de la 
empresa afectada, los importes de 
prestaciones y subsidios por desempleo de 



prestaciones y subsidios por desempleo de 
los trabajadores de cincuenta o más años de 

edad afectados que hubieran sido objeto de 
recolocación en la misma empresa, o en otra 
empresa del grupo del que forme parte, o en 
cualquier otra empresa, en los seis meses 
siguientes a la fecha en que se produzca la 

extinción de sus contratos de trabajo. En 
estos casos la empresa deberá acreditar 
todos los requisitos exigidos para la 
recolocación en el artículo 6.2, en el 
procedimiento previsto en dicho artículo. 

 2. El importe de la aportación se 

determinará anualmente mediante la 
aplicación del tipo establecido en el artículo 
siguiente sobre cada uno de los siguientes 
conceptos:  

(…) 

 

c) Un canon fijo por cada trabajador a 

que se refiere la letra a) que haya agotado 
la prestación por desempleo de nivel 
contributivo y que comience a percibir el 
subsidio por agotamiento de la misma o el 
establecido en el artículo 215.1.3 del texto 
refundido de la Ley General de la Seguridad 
Social, aprobado por Real Decreto 

Legislativo 1/1994, de 20 de junio. Este 
canon se calculará mediante la totalización 
durante un periodo de seis años de la suma 

del coste anual del subsidio por desempleo 
más el de la cotización por jubilación por 
cuenta de la entidad gestora en el año del 

agotamiento, con independencia de la 
duración efectiva de los mencionados 
subsidios, siendo suficiente que acceda a 
cualquiera de ellos. 

También se hará efectivo el canon fijo 
por cada trabajador que, no teniendo 
derecho al cobro de la prestación por 

desempleo contributiva, acceda 
directamente al subsidio por desempleo, 
como consecuencia de la situación legal de 
desempleo motivada por el despido colectivo 
o la extinción del contrato en virtud de otros 

motivos no inherentes a la persona del 
trabajador, de acuerdo con el artículo 3.1. 

(…) 

los trabajadores de cincuenta o más años de 
edad afectados que hubieran sido objeto de 

recolocación en la misma empresa, o en otra 
empresa del grupo del que forme parte, o en 
cualquier otra empresa, en los seis meses 
siguientes a la fecha en que se produzca la 
extinción de sus contratos de trabajo. En 

estos casos la empresa deberá acreditar 
todos los requisitos exigidos para la 
recolocación en el artículo 6.3, en el 
procedimiento previsto en dicho artículo. 

 

 2. El importe de la aportación se 

determinará anualmente mediante la 
aplicación del tipo establecido en el artículo 

siguiente sobre cada uno de los siguientes 
conceptos:  

(…) 

c) Un canon fijo por cada trabajador a 
que se refiere la letra a) que haya agotado 

la prestación por desempleo de nivel 
contributivo y que comience a percibir algún 
subsidio de los establecidos en el artículo 
215.1.1). a) y b), y 215.1.3) del texto 
refundido de la Ley General de la Seguridad 
Social, aprobado por Real Decreto 
Legislativo 1/1994, de 20 de junio. Este 

canon se calculará mediante la totalización 
durante un periodo de seis años de la suma 

del coste anual del subsidio por desempleo 
más el de la cotización por jubilación por 
cuenta de la entidad gestora en el año del 
agotamiento, con independencia de la 

duración efectiva de los mencionados 
subsidios, siendo suficiente que acceda a 
cualquiera de ellos. 

También se hará efectivo el canon fijo 
por cada trabajador que, no teniendo 
derecho al cobro de la prestación por 
desempleo contributiva, acceda 

directamente al subsidio por desempleo 
previsto en el artículo 215.1.2) del citado 
texto refundido de la Ley General de la 
Seguridad Social, como consecuencia de la 
situación legal de desempleo motivada por el 

despido colectivo o la extinción del contrato 
en virtud de otros motivos no inherentes a la 

persona del trabajador, de acuerdo con el 
artículo 3.1. 

(…) 

 



ART.4. Establecimiento del tipo para la 

determinación del importe de las 
aportaciones 

ART.4. Establecimiento del tipo para la 
determinación del importe de las 
aportaciones 

El tipo establecido en la escala a que se 
refiere el apartado 4 de la disposición 

adicional decimosexta de la Ley 27/2011 
para calcular la aportación económica, se 
determinará aplicando las siguientes reglas: 

a) El porcentaje de trabajadores 
afectados de cincuenta o más años sobre el 
total de trabajadores que han sido objeto de 
despido colectivo, se calculará año a año, 

dentro del periodo previsto para la 
realización de los despidos que figure en la 

comunicación de la decisión empresarial a la 
autoridad laboral tras la finalización del 
periodo de consultas, teniendo en cuenta el 
número total de ambos colectivos que ha 
sido objeto de despido colectivo, hasta el 

año en que se efectúa el cálculo. 

Cuando existan trabajadores afectados 
por medidas de regulación temporal de 
empleo a que se refiere el artículo 2.3, estos 
se incluirán para determinar el porcentaje 
indicado. 

El cálculo del porcentaje obtenido en 

cada año no dará lugar a la revisión de la 
cuantía de las aportaciones económicas de 
los años anteriores, salvo error o falta de 

información en el momento de su cálculo. 

 

b) Los beneficios de la empresa o grupo 

de empresas se cuantificarán en función del 
porcentaje medio de los resultados de cada 
ejercicio respecto de los ingresos por 
operaciones continuadas e interrumpidas 
considerados para calcular dichos resultados 
de acuerdo a lo establecido en el artículo 
2.1, c), referidos a los dos ejercicios 

económicos inmediatamente anteriores a 
aquel en que el empresario comunique a la 
autoridad laboral la apertura del periodo de 
consultas que debe preceder el despido 
colectivo. 

 

 

 

 

 

El tipo establecido en la escala a que se 
refiere el apartado 4 de la disposición 

adicional decimosexta de la Ley 27/2011 
para calcular la aportación económica, se 
determinará aplicando las siguientes reglas: 

a) El porcentaje de trabajadores 
despedidos de cincuenta o más años sobre el 
total de trabajadores despedidos se calculará 
año a año, dentro del periodo previsto para 

la realización de los despidos que figure en 

la comunicación de la decisión empresarial a 
la autoridad laboral tras la finalización del 
periodo de consultas, teniendo en cuenta el 
número total de ambos colectivos que ha 
sido objeto de despido hasta el año en que 
se efectúa el cálculo. 

Cuando existan trabajadores afectados 
por medidas de regulación temporal de 
empleo a que se refiere el artículo 2.3, estos 
se incluirán para determinar el porcentaje 
indicado de trabajadores despedidos de 
cincuenta o más años sobre el total de 
trabajadores despedidos. 

El cálculo del porcentaje obtenido en 
cada año no dará lugar a la revisión de la 

cuantía de las aportaciones económicas de 
los años anteriores, salvo error o falta de 
información en el momento de su cálculo. 

b) En el supuesto a que se refiere el 

artículo 2.1.c).1.ª, los beneficios de la 
empresa o grupo de empresas se 
cuantificarán en función del porcentaje 
medio de los resultados de cada ejercicio 
respecto de los ingresos por operaciones 
continuadas e interrumpidas considerados 
para calcular dichos resultados de acuerdo a 

lo establecido en el artículo 2.1, c), referidos 
a los dos ejercicios económicos 
inmediatamente anteriores a aquél en que 
se inicie el procedimiento de despido 
colectivo. 

c) En el supuesto a que se refiere el 
artículo 2.1.c).2.ª, los beneficios de la 

empresa o grupo de empresas se 
cuantificarán en función del porcentaje 
medio de los mismos respecto de los 
ingresos por operaciones continuadas e 
interrumpidas considerados para calcular 
dichos resultados de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 2.1.c), referidos a 
los dos primeros ejercicios consecutivos en 



 

 

c) El número de trabajadores de la 
empresa o del grupo de empresas del que 
forme parte se calculará según los que se 
encuentren en alta en la empresa o en el 
grupo de empresas en el momento de 

comunicar a la autoridad laboral la apertura 
del periodo de consultas que precede al 
despido colectivo, con independencia de que 
trabajen a jornada completa o a tiempo 
parcial. 

 

que la empresa haya obtenido beneficios 
dentro del periodo indicado en dicho artículo. 

d) El número de trabajadores de la 
empresa o del grupo de empresas del que 
forme parte se calculará según los que se 
encuentren en alta en la empresa o en el 
grupo de empresas en la fecha de inicio del 

procedimiento de despido colectivo, con 
independencia de que trabajen a jornada 
completa o a tiempo parcial. 

 

ART. 5. Información previa 
ART. 5. Información previa 

1. En la determinación de los elementos 
que dan lugar al cálculo de la aportación a 
que se refiere el presente real decreto, así 
como el importe de la misma, se tendrá en 

cuenta la certificación a que se refiere el 
apartado siguiente y la información recabada 
por el Servicio Público de Empleo Estatal, 
con base en el control realizado 
directamente o a través de los mecanismos 
de cooperación y colaboración administrativa 

previstos legal y reglamentariamente. 

2. La Autoridad Laboral que reciba la 
comunicación de la decisión empresarial de 
despido colectivo por parte de una empresa 

en la que concurran las circunstancias 
señaladas en el artículo 2.1, remitirá al 
Servicio Público de Empleo Estatal una 

certificación acreditativa de los siguientes 
aspectos: 

a) Número de trabajadores que se 
encuentren en alta en la empresa o 
empresas del mismo grupo. A tal efecto se 
incluirá la relación de los códigos de cuenta 
de cotización de la empresa que realiza el 

despido colectivo y, en su caso, del resto de 
las empresas que conforman el grupo de 
empresas, con mención del número de 
trabajadores adscritos a cada uno de ellos al 
momento de la comunicación de inicio del 
periodo de consultas. 

b) Número de trabajadores afectados 
por el despido colectivo. Igualmente se 
incluirá, en su caso, la relación de los 
contratos de trabajo que se hayan 
extinguido en los tres años inmediatamente 
anteriores a la fecha de la comunicación de 
inicio del periodo de consultas por iniciativa 

de la empresa o empresas pertenecientes al 
mismo grupo, en virtud de otros motivos no 

1. En la determinación de los elementos 
que dan lugar al cálculo de la aportación a 
que se refiere el presente real decreto, así 
como el importe de la misma, se tendrá en 

cuenta el certificado a que se refiere el 
apartado siguiente y la información recabada 
por el Servicio Público de Empleo Estatal, 
con base en el control realizado 
directamente o a través de los mecanismos 
de cooperación y colaboración administrativa 

previstos legal y reglamentariamente. 

2. El certificado a que se refiere el 
apartado 7 de la disposición adicional 
decimosexta de la Ley 27/2011, de 1 de 

agosto, deberá contener la siguiente 
información: 

a) Datos de identificación de la empresa 

responsable: razón o denominación social, 
número de identificación fiscal, código o 
códigos de cuenta de cotización a la 
Seguridad Social, domicilio y actividad. 

b) Resultado del ejercicio e ingresos 
obtenidos por la empresa o el grupo de 
empresas del que forme parte, en los dos 

ejercicios consecutivos mencionados en el 
artículo 2.1.c), así como el porcentaje medio 
de los beneficios sobre los ingresos. 

c) Fecha de inicio del procedimiento de 

despido colectivo. 

d) Número de trabajadores de la 

empresa en la fecha de inicio del 
procedimiento de despido colectivo. 

e) Número de trabajadores de la 
empresa que tuvieran cincuenta o más años 
en la fecha de inicio del procedimiento de 
despido colectivo. 



inherentes a la persona del trabajador 
distintos de los previstos en el artículo 49.1, 

c) del Estatuto de los Trabajadores, salvo 
que la extinción de dichos contratos fuera 
anterior al 27 de abril de 2011. 

c) Porcentaje medio de beneficios de la 
empresa o del grupo de empresas del que 

forme parte respecto de los ingresos, en los 
dos ejercicios económicos anteriores a aquel 
en el que se inicie el procedimiento de 
despido colectivo, conforme a lo dispuesto 
en el artículo 4.b). 

 

 

 

 

3. El Servicio Público de Empleo Estatal 
podrá en todo caso iniciar el procedimiento a 
que se refiere el artículo siguiente cuando 
verifique la concurrencia de las 

circunstancias establecidas en el artículo 2.1, 
aun cuando no se haya emitido por la 
Autoridad Laboral la certificación indicada en 
el apartado anterior. 

 

f) Número de trabajadores afectados por 
el despido colectivo. 

g) Número e identificación de los 
trabajadores de cincuenta o más años 
afectados por el despido colectivo. 

h) Relación de los contratos de trabajo 
extinguidos por iniciativa de la empresa en 

virtud de otros motivos no inherentes a la 
persona del trabajador distintos de los 
previstos en el artículo 49.1.c) del Estatuto 
de los Trabajadores, con indicación de la 
edad de dichos trabajadores, que se 
hubieran extinguido en el plazo de tres años 

anteriores o en el año posterior al inicio del 
procedimiento de despido colectivo. 

La autoridad laboral deberá remitir dicho 
certificado al Servicio Público de Empleo 
Estatal. 

3. El Servicio Público de Empleo Estatal 
podrá en todo caso iniciar el procedimiento a 

que se refiere el artículo siguiente cuando 
verifique la concurrencia de las 
circunstancias establecidas en el artículo 2.1, 
aun cuando no le haya sido remitido por la 
Autoridad Laboral el certificado indicado en 
el apartado anterior. 

 

ART. 6. Procedimiento de liquidación ART. 6. Procedimiento de liquidación 

 

(…) 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

2. Conforme a lo dispuesto en el 
apartado 2 de la disposición adicional 
decimosexta de la Ley 27/2011, de 1 de 
agosto, las empresas deberán acreditar en 
este trámite de alegaciones la recolocación 

de los trabajadores de cincuenta o más años 

(…) 

     2. De conformidad con el apartado 6 de 
la disposición adicional decimosexta de la 

Ley 27/2011, de 1 de agosto, en el supuesto 
a que se refiere el artículo 2.1.c).2.ª, el 
cálculo de la primera aportación incluirá 
todos los conceptos establecidos en el 
artículo 3.2 correspondientes al periodo 
comprendido desde la fecha de los despidos 

hasta el segundo ejercicio consecutivo, 
incluido éste, en que la empresa haya 
obtenido beneficios. Este mismo periodo se 
considerará para la determinación del 

porcentaje de trabajadores a efectos de la 
aplicación de la regla establecida en el 
artículo 4.a). 

3. Conforme a lo dispuesto en el 
apartado 2 de la disposición adicional 
decimosexta de la Ley 27/2011, de 1 de 
agosto, las empresas deberán acreditar en 
este trámite de alegaciones la recolocación 
de los trabajadores de cincuenta o más años 
a los efectos de la exclusión del cálculo de la 



a los efectos de la exclusión del cálculo de la 
aportación económica de los importes de las 

prestaciones y subsidios de dichos 
trabajadores. Únicamente se entenderá 
realizada la recolocación a tal fin cuando 
ésta se haya producido en los seis meses 
siguientes a la fecha de la extinción de sus 

contratos de trabajo a través de un nuevo 
contrato de trabajo de análoga naturaleza y 
con una jornada de trabajo equivalente a la 
que tenía en el contrato extinguido y cuya 
duración haya alcanzado, al menos, los tres 
años, salvo que se extinga por despido 

disciplinario declarado procedente, dimisión, 
muerte, jubilación o incapacidad 
permanente, total, absoluta o gran invalidez. 

3. Una vez finalizado el plazo fijado en el 
apartado 1, el Director General del Servicio 

Público de Empleo Estatal teniendo en 
cuenta, en su caso, las alegaciones 

presentadas, dictará una resolución de 
liquidación con el contenido previsto en el 
artículo siguiente y la notificará a las 
empresas afectadas. 

4. Las resoluciones del Director General 
del Servicio Público de Empleo Estatal 
podrán ser recurridas en alzada por la 

empresa, ante el Ministro de Empleo y 
Seguridad Social. 

5. La interposición del recurso de alzada 
no suspenderá la ejecución de la resolución 
impugnada salvo que se solicite por la 
empresa mencionada en el apartado 1 y ésta 

proceda a garantizar el importe de la 
liquidación practicada mediante la 
constitución de aval bancario solidario 
presentado por alguno de los bancos, 
cooperativas de crédito, establecimientos 
financieros de crédito y sociedades de 
garantía recíproca autorizadas para operar 

en España. 

En caso de suspensión, una vez resuelto 
el recurso de alzada, salvo que en la 
resolución se indique lo contrario, se iniciará 
el procedimiento de recaudación teniendo en 
cuenta el importe resultante en el citado 
recurso y se procederá a cancelar la garantía 

presentada en el plazo de dos meses desde 
que se haya notificado la resolución del 
mismo. 

 

aportación económica de los importes de las 
prestaciones y subsidios de dichos 

trabajadores. Únicamente se entenderá 
realizada la recolocación a tal fin cuando 
ésta se haya producido en los seis meses 
siguientes a la fecha de la extinción de sus 
contratos de trabajo a través de un nuevo 

contrato de trabajo de análoga naturaleza y 
con una jornada de trabajo equivalente a la 
que tenía en el contrato extinguido y cuya 
duración haya alcanzado, al menos, los tres 
años, salvo que se extinga por despido 
disciplinario declarado procedente, dimisión, 

muerte, jubilación o incapacidad 
permanente, total, absoluta o gran invalidez. 

4. Una vez finalizado el plazo fijado en el 
apartado 1, el Director General del Servicio 
Público de Empleo Estatal teniendo en 

cuenta, en su caso, las alegaciones 
presentadas, dictará una resolución de 

liquidación con el contenido previsto en el 
artículo siguiente y la notificará a las 
empresas afectadas. 

5. Las resoluciones del Director General 
del Servicio Público de Empleo Estatal 
podrán ser recurridas en alzada por la 
empresa, ante el Ministro de Empleo y 

Seguridad Social. 

6. La interposición del recurso de alzada 
no suspenderá la ejecución de la resolución 
impugnada salvo que se solicite por la 
empresa mencionada en el apartado 1 y ésta 
proceda a garantizar el importe de la 

liquidación practicada mediante la 
constitución de aval bancario solidario 
presentado por alguno de los bancos, 
cooperativas de crédito, establecimientos 
financieros de crédito y sociedades de 
garantía recíproca autorizadas para operar 
en España. 

En caso de suspensión, una vez resuelto 
el recurso de alzada, salvo que en la 
resolución se indique lo contrario, se iniciará 
el procedimiento de recaudación teniendo en 
cuenta el importe resultante en el citado 
recurso y se procederá a cancelar la garantía 
presentada en el plazo de dos meses desde 

que se haya notificado la resolución del 
mismo. 

ART. 7. Contenido de la resolución ART. 7. Contenido de la resolución 

 

La resolución a que se refiere el artículo 
6.3 especificará, en todo caso, los siguientes 

La resolución a que se refiere el artículo 
6.4 especificará, en todo caso, los siguientes 



extremos: 

a) Datos de identificación de la empresa 
responsable: razón o denominación social, 
número de identificación fiscal, código o 
códigos de cuenta de cotización a la 
Seguridad Social, domicilio y actividad. 

b) Relación circunstanciada de los 

hechos y preceptos normativos que 
determinan la obligación empresarial de 
responder del pago de la aportación. 

c) Relación nominal de los trabajadores 
de cincuenta o más años de la empresa que 
hubieran percibido prestaciones por 

desempleo de nivel contributivo dentro del 
periodo a que se refiere la liquidación. 

d) Importes brutos, desglosados por 
meses, por los conceptos a que se refiere el 
artículo 3.2, a) y b) y 3.3 que hayan sido 
satisfechos por el Servicio Público de Empleo 
Estatal dentro del periodo liquidable por 

cada uno de los trabajadores de cincuenta o 
más años afectados. 

e) Periodo a que se refiere la liquidación, 
que comprenderá el año natural 
inmediatamente anterior a aquel en que se 
realiza la propuesta de liquidación; salvo 
que, por aplicación de lo dispuesto en los 

artículos 2.3 y 3.1, resulte procedente que 
comprenda los años naturales 
inmediatamente anteriores a aquel en que 
se realiza dicha propuesta. 

f) Relación nominal de trabajadores de 
cincuenta o más años de la empresa que se 

vayan a tener en cuenta en el cálculo del 
canon establecido en el apartado 3.2, c), así 
como el importe del mismo. 

g) Tipo aplicable conforme a la escala 
fijada en los apartados 4 y 5 de la 
disposición adicional decimosexta de la Ley 
27/2011, de 1 de agosto, y el artículo 4 del 

presente Real Decreto. 

h) Importe total de la deuda a ingresar 
en el Tesoro Público. 

 

extremos: 

a) Datos de identificación de la empresa 
responsable: razón o denominación social, 
número de identificación fiscal, código o 
códigos de cuenta de cotización a la 
Seguridad Social, domicilio y actividad. 

b) Relación circunstanciada de los 

hechos y preceptos normativos que 
determinan la obligación empresarial de 
responder del pago de la aportación. 

c) Relación nominal de los trabajadores 
de cincuenta o más años de la empresa que 
hubieran percibido prestaciones por 

desempleo de nivel contributivo dentro del 
periodo a que se refiere la liquidación. 

d) Importes brutos, desglosados por 
meses, por los conceptos a que se refiere el 
artículo 3.2, a) y b), y 3.3 que hayan sido 
satisfechos por el Servicio Público de Empleo 
Estatal dentro del periodo liquidable por 

cada uno de los trabajadores de cincuenta o 
más años afectados. 

e) Periodo a que se refiere la liquidación, 
que comprenderá el año natural 
inmediatamente anterior a aquel en que se 
realiza la propuesta de liquidación; salvo 
que, por aplicación de lo dispuesto en los 

artículos 2.3, 3.1 y 6.2, resulte procedente 
que comprenda los años naturales 
inmediatamente anteriores a aquel en que 
se realiza dicha propuesta. 

f) Relación nominal de trabajadores de 
cincuenta o más años de la empresa que se 

vayan a tener en cuenta en el cálculo del 
canon establecido en el artículo 3.2.c), así 
como el importe del mismo. 

g) Tipo aplicable conforme a la escala 
fijada en los apartados 4 y 5 de la 
disposición adicional decimosexta de la Ley 
27/2011, de 1 de agosto, y el artículo 4 del 

presente Real Decreto. 

h) Importe total de la deuda a ingresar 
en el Tesoro Público. 

 

ART. 10. Ingreso de las aportaciones y 

gestión recaudatoria 

ART. 10. Ingreso de las aportaciones y 

gestión recaudatoria 

 1. Sin perjuicio de la posibilidad de 

presentar recurso de alzada contra la 
resolución indicada en el artículo 6.3, las 

empresas deberán ingresar en el Tesoro 

Público el importe de las aportaciones 

1. Sin perjuicio de la posibilidad de 
presentar recurso de alzada contra la 

resolución indicada en el artículo 6.4, las 

empresas deberán ingresar en el Tesoro 



contenidas en cada una de las 

resoluciones anuales en el plazo de 30 

días desde el que se hubiera producido su 

notificación. 

Público el importe de las aportaciones 

contenidas en cada una de las 

resoluciones anuales en el plazo de 30 

días desde el que se hubiera producido su 

notificación. 

(…) 

 

 


